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DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA 
 
 

“LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LA VIDA FAMILIAR” 
 

EXPEDIENTE: 20.999 

 

Los (as) suscritos (as) diputados (as) integrantes de la Comisión Permanente 
Especial de Derechos Humanos, rendimos DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA 
sobre el expediente legislativo N°20.999 “LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LA 
VIDA FAMILIAR”, publicado en el Diario Oficial La Gaceta N° 206, alcance número 
193, del 07 de noviembre del 2018, en los siguientes términos: 

  

1. OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY: 

 
El proyecto de ley busca el reconocimiento de la alienación familiar o el Síndrome 
de Alienación Parental, tal y como se conoce en el campo de investigación 
psicosocial, con el objetivo de coadyuvar en la protección del interés superior de la 
persona menor de edad. 
 
El objetivo de la propuesta es “erradicar la alienación parental” que es definida en el 
proyecto como “la indebida interferencia en la formación de una persona menor de 
edad promovida o inducida por uno de los progenitores, por sus abuelos, terceros, 
o por quienes tengan a la persona menor de edad bajo su custodia, guarda o 
vigilancia, para impedir, obstaculizar o destruir la convivencia, las relaciones 
personales con sus familiares.”   
 
Y, de acuerdo con la exposición de motivos, en muchos casos la alienación parental 
se manifiesta a través de la desobediencia a los mandatos judiciales relacionados 
con el “derecho de visita” de los progenitores en razón de lo cual se establecen 
sanciones penales y plazos para la resolución de esos asuntos.  
 

2. TRÁMITE LEGISLATIVO DEL PROYECTO DE LEY 
 

a) Esta iniciativa legislativa fue presentada el 26 de setiembre de 2018 por el 
Diputado Harllan Hoepelman Páez y publicada en el Diario Oficial La Gaceta 
N°206, alcance 193, del 07 de noviembre del 2018, fue asignado a la Comisión 
Permanente Especial de Derechos Humanos.  

 
b) Ingresa al orden del día de la Comisión el 13 de noviembre de 2018, se le da 

trámite el día 27 de noviembre de 2018, en la Sesión N° 13, donde fue asignado 
a subcomisión. En sesión ordinaria número dos, del 11 de junio de 2019, se 
aprobó consultar el expediente a las siguientes instituciones y organizaciones:  

 



 Patronato Nacional de la Infancia 

 Poder Judicial 

 Colegio de Psicólogos 

 Comisión de Derecho de Familia del Colegio de Abogados 
 

c) En sesión ordinaria número tres, del 18 de junio de 2019, se aprobó consultar 
el expediente a las siguientes instituciones y organizaciones:  

 

 Instituto Nacional de las Mujeres 

 Defensoría de los Habitantes 

 Instituto WEM de Costa Rica 

 Procuraduría General de la República 

 Colegio de Profesionales en Psicología 

 Asociación Familia, Parentalidad y Crianza 
 

d) En sesión ordinaria número cinco, del 30 de julio de 2019, se aprobó consultar 
el expediente a las siguientes instituciones y organizaciones:  

 Poder Judicial (Juzgado de Familia) 

 Ministerio de Seguridad Pública. 
e) El proyecto es asignado a la Sub comisión, integrada por las Diputados María 

Vita Monge Granados, Paola Valladares Rosado e Ivonne Acuña Cabrera.  
 

f) El proyecto de ley cuenta con el respectivo informe jurídico del Departamento 
de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa.  
 

3. RESPUESTAS INSTITUCIONALES RECIBIDAS:  

 
Seguidamente se expone un resumen de los criterios esbozados por cada una de 
las instituciones que respondieron la consulta efectuada por la comisión, respecto 
al proyecto de ley: 
 

Institución Observaciones 

Patronato Nacional de la Infancia 
Oficio: PANI-AJ-OF-00470-2019 

Fecha: 09/07/2019 

“El presente proyecto de ley plantea el tratamiento de una temática 
relevante, pero, esta iniciativa requiere de varias mejoras en la técnica y 
por el fondo que hace necesario recomendar la continuación el proceso de 
construcción del texto, lo que implica no alentar su avance bajo los 
términos actuales.” 

Corte Suprema de Justicia 
Oficio: 147-19 

Fecha: 03/07/2019 

Es clarísimo que esta propuesta de ley va a tener una incidencia 
económica de impacto en la organización y funcionamiento de la 
jurisdicción de Familia. Además, no solo es eso, toca también el tema de 
lo Penal 
Creo que esto va a requerir mayor número de jueces, hasta defensores 
públicos, porque cuando ya entran en el ámbito penal, aquí también se va 
a necesitar de más profesionales en la Defensa Pública, por eso digo que 
va a tener mucho impacto económico para su aplicación. 
 
Sería bueno que, además de dejar claro que afecta la organización y 
funcionamiento, se haga un estudio de impacto económico que esto va 
tener para el país, si el abordaje que se le está dando en la actualidad es 
o no suficiente, para cargarle más al Estado, agregarle más recursos 
presupuestarios, porque será necesario.  



 
Personalmente creo, y por lo conversado con unas personas de la materia 
de Familia, que no es una necesidad urgente, porque el control de si se 
atiende o no se atiende una orden judicial, se está dando.” 

Comisión de Derecho de Familia 
del Colegio de Abogados 

Correo electrónico 
Fecha: 20/06/2019 

“En la exposición de motivos, por ejemplo, se cita una resolución del 
Tribunal de Familia, de donde se extrae una opinión del Tribunal en un 
caso particular. Y claro, Un solo caso no resulta suficiente para analizar en 
la normativa propuesta, la aplicación del concepto tripartito del interés 
superior del niño, y como el mismo podría verse reflejado y protegido de 
pleno con la aplicación de dicho proyecto.” 
“...Nos preocupa que se incorpore en una normativa de familia, artículos 
que deben ser reforma específica a la normativa penal...” 
 

Asociación Familia, Parentalidad y 
Crianza 

Oficio: AFAPAC-JD-015-2019 
Fecha: 01/07/2019 

 

“AFAPAC propone que se aprueben los proyectos de ley Expediente 
20.669 y expediente 20.999. En conjunto con estos dos proyectos de ley 
se podría resolver la violación de derechos en que se ven envueltos los 
personas menores de edad tras la separación o divorcio de sus 
progenitores.” 

Colegio de Profesionales en 
Psicología 

Oficio: CPPCR-JD-153-2019 
Fecha: 04/07/2019 

 

“Consideramos que existen mejores términos y vías legales, para acabar 
con la separación injustificada de padres, madres y sus hijos, que 
abanderarse de un término sin validez científica, sin sustento 
metodológico, sin falseabilidad y sin ninguna posibilidad de ser 
comprobado…” 
 

Instituto Nacional de las Mujeres 
Oficio: INAMU-PE-0357-07-2019 

Fecha: 09/07/2019 
 
 

“…esta regulación que se pretende de “alienación familiar”, puede generar 
la afectación de los derechos humanos de las mujeres madres y de sus 
hijos e hijas. 
Además, recomendamos que las reformas que se pretenden hacer al 
Derecho de Familia sean propuestas y analizadas de manera que 
garanticen la incorporación y respeto de todos los compromisos asumidos 
por el Estado costarricense en materia de Derechos Humanos mediante 
la ratificación de Convenciones Internacionales y demás instrumentos 
internacionales de protección de los derechos humanos de todas las 
personas.” 

 
 

4. INFORME JURÍDICO DE SERVICIOS TÉCNICOS  
 
Seguidamente se expone un resumen de los criterios vertidos por este 
Departamento respecto a cada uno de los artículos de la propuesta de ley: 
 
Artículo 1:  
 
“…se sugiere la revisión o replanteamiento de la definición debido al uso de términos 
tales como “custodia, guarda o vigilancia” que ciertamente resultan ser términos 
indeterminados frente a otros términos propios del derecho de familia como: guarda, 
crianza y educación.” 
 
Artículo 2:     
 
“Al pretenderse ampliar el rango subjetivo a terceros, lo idóneo es que el legislador 
proceda a indicar en qué casos o circunstancias se puede tener por acreditado que 
el sujeto activo ha realizado acciones que califiquen de alienación parental por 
medio de terceros.” 
 



“Dado que la intención de este artículo de la propuesta es crear una tipicidad de 
conductas objeto de reproche por ser las mismas formas de alienación familiar, los 
nueve incisos que se establecen en este artículo deben considerarse numerus 
clausus, es decir, que fuera de las conductas allí descritas no podría el operador de 
la norma, eventualmente aprobado el proyecto de ley, sancionar por otras conductas 
distintas que,  aunque podrían representar casos de alienación parental, no se 
encuentren dentro de las contempladas aquí. Esto debe ser valorado por los 
legisladores, de acuerdo con su criterio de conveniencia y oportunidad.” 
 
Artículo 3: 
 

“Se establece un derecho, que ya de por sí se encuentra garantizado por el derecho 
de la constitución y normas convencionales.” 
 
“…subsiste, según se puede desprender en este artículo, un error conceptual de la 
propuesta que se sugiere revisar y modificar, en sentido que el derecho a la 
interrelación familiar es un derecho per se del menor de edad y no un derecho de 
sus familiares hasta cuarto grado de consanguinidad, y segundo grado de afinidad, 
como se indica. Además, caso de seguirse adelante con esta propuesta, deben 
delimitarse de mejor manera conceptos indeterminados tales como “tiempo de 
calidad” y “persona juzgadora”.” 
 

Artículo 4: 
 
“Se otorga competencia a los Juzgados de Familia del domicilio del menor de edad 
lo que es adecuado.”  
 
“No obstante, se hace necesario realizar el siguiente comentario:  De acuerdo con 
la integralidad de la iniciativa de ley, la misma propone la creación de un proceso 
ordinario de demanda por alienación parental, lo cual no queda claro o al menos no 
se desprende de los artículos que preceden.” 
 
Artículo 5: 

“Esta norma se divide en dos partes. En la primera de ellas se indica textualmente 
que “La demanda de interrelación familiar será tratada con la máxima diligencia, sin 
dilación…” 
Lo anterior debe ser revisado por el legislador. En principio y debido a que la 
propuesta no distingue claramente si lo perseguido es establecer la posibilidad 
jurídica que se interponga una demanda por alienación parental, puede llamar a la 
confusión o falta de certeza jurídica, pues en la actualidad los asuntos de 
interrelación familiar en los juzgados de familia se tramitan, conocen y deciden por 
la vía incidental.” 
“La segunda parte de este artículo establece que se “(…) ordenarán las medidas de 
protección necesaria para preservar la integridad psicológica de la persona menor 
de edad, y para garantizar su derecho a la vida familiar con su familia materna y 
paterna hasta el cuarto grado de consanguineidad y segundo de afinidad”. 



 
Lo anterior también debe ser objeto de revisión. En primera instancia no se indica 
qué tipo de medidas de protección y en qué casos deba de ser aplicada. 
Recuérdese que, en la actualidad, con las normas vigentes en la materia, es posible 
acusar y sancionar por el delito de desobediencia a quien no acate las órdenes 
emanadas por una resolución judicial.” 
 
Artículo 6: 
 

“Se continúa con el problema conceptual. En este artículo de la propuesta se indica 
que el plazo para sentencia de primera instancia de los procesos de interrelación 
familiar no debe ser mayores a los ciento veinte (120) días.” 
 
“Entonces, siendo más expeditos los incidentes, conferir a todos los asuntos de 
interrelación familiar el carácter de una demanda ordinaria es totalmente 
inconveniente, pues caso de aprobarse la propuesta de ley, se tramitaría 
ordinariamente con lo que se incurre en un retroceso, cuyo resultado final sería muy 
distinto al que se pretende buscar con esta propuesta legislativa. 
 
Por lo expuesto se sugiere reconsiderar o eliminar esta disposición del proyecto de 
ley.” 
 
 
Artículo 7: 
 

“Se trata de un extenso artículo en el que igualmente se identifican algunos 
problemas de orden jurídico que deben ser observados por los legisladores. Con el 
este numeral se pretende que la autoridad jurisdiccional ordene evaluaciones 
psicosociales una vez interpuesta una “denuncia” por interrelación familiar. 
 
De previo a esta disposición, debería ser resuelta la pretensión del establecimiento 
de una “demanda ordinaria”, por lo que el término “denuncia” sería inconsistente 
con el resto de la propuesta.  Al margen de ello el artículo señala una denuncia que 
da motivo a una demanda.  Son conceptos distintos.” 
 
Artículo 8: 
 

“Nuevamente se identifican problemas conceptuales. En los casos de interrelación 
familiar existe incidentado e incidentista, pero no “personas infractoras” como se 
indica. Si se trata de una demanda, lo correcto es referirse a las partes como actor 
y demandado. Lo anterior debe ser corregido en aras del cumplimiento de referido 
principio de seguridad jurídica.” 
 
Artículo 9: 
 
“El artículo debe ser replanteado especialmente por el uso de términos como “el otro 
progenitor”, “agentes especializados” o “ambiente menos traumático”. Como se ha 



indicado, las leyes deben ser claras y concisas y evitar el uso de términos genéricos 
o que se presten a distintas interpretaciones. El operador de la norma y el 
destinatario deben comprender con claridad y sin ambigüedades a qué atenerse, o 
bien las consecuencias de las acciones del constructo.” 
 
Artículo 10: 
 

“Se advierte aquí que se hace referencia a medidas preventivas, siendo que el 
artículo 4 del proyecto hace referencia medidas de protección, que podrán 
ordenarse por parte del Juez de familia, caso de “preservar la integridad psicológica 
de la persona menor de edad, y para garantizar su derecho a la vida familiar con su 
familia materna y paterna hasta el cuarto grado de consanguineidad y segundo de 
afinidad”. 
 
Lo idóneo es referirse a medidas cautelares o precautorias. Como bien sabemos las 
mismas tienden a garantizar la ejecución del derecho que se pretende, con la 
finalidad de asegurar cosas o bienes, o la integridad del menor de edad, sin que su 
realización afecte la tramitación del proceso de fondo, o implique un adelanto de 
criterio de lo que se deba resolver.” 
 
Artículo 11:  
 
“Este artículo de la iniciativa en realidad no establece sanciones de carácter penal. 
Se indica que “quien incumpla un régimen de visitas de manera reiterada, en tres o 
más ocasiones, con el resguardo del debido derecho a la defensa, se le impondrá 
una sanción de suspensión de la autoridad parental por un periodo de seis meses 
a tres años, según la magnitud del daño causado”.   
 
Lo anterior es evidentemente improcedente. En primer lugar, por resguardo del 
principio de seguridad y de proporcionalidad no puede admitirse que una norma 
imponga una sanción de ese tipo, de suyo, drástica, frente a una frase que tan solo 
enuncie como motivo de la suspensión el hecho de que se incumpla un régimen de 
visitas de manera reiterada, en tres o más ocasiones. Lo anterior le concedería una 
desventaja procesal indebida al demandante.” 
 
 

5. AUDIENCIAS RECIBIDAS 
 

El 17 de septiembre de 2019, se recibe en audiencia al Patronato Nacional de la 
Infancia para hacer referencia al presente expediente, en esta audiencia se indica 
que:  

 El proyecto de ley como está debe ser replanteado, se requiere de un trabajo 
más articulado con las instituciones involucradas para encontrar una forma 
adecuada de legislar en este tema, mediante una iniciativa de ley más 
conveniente. 
 



 Con la presente iniciativa de ley se propicia la obstaculización del vínculo 
paterno/materno filial. 

 
 Sería más conveniente realizar reformas puntuales a la legislación ya existente, 

sin necesidad de crear una nueva ley ni introducir nueva terminología, pues el 
Código de Familia regula la materia relativa a la interrelación familiar. 

 
6. CONCLUSIONES Y CONSIDERACIONES FINALES  

 

 El proyecto de ley en su planteamiento está plagado de inconsistencias, 
sanciones improcedentes y errores de tipo jurídico que vuelven improcedente 
en su totalidad la iniciativa. 
 

 Si bien el incumplimiento en los regímenes de interrelación familiar es una 
situación actual que afecta a muchos menores y a sus progenitores, se debe 
trabajar en reforzar la legislación ya existente, mediante reformas 
convenientes que refuercen los vínculos familiares, sin necesidad de 
introducir nuevas terminologías que no están reconocidas ni crear nueva 
legislación que vuelvan estos procesos más lentos y tediosos para las partes 
involucradas. 
 

 Las iniciativas de ley que pretendan legislar en favor de las personas menores 
de edad, deben siempre ir orientadas en la protección del interés superior de 
los niños y las niñas, de manera que sus alcances puedan ser verificables en 
favor de la protección de este interés superior. 

 
 Las diferentes instituciones consultadas, coinciden en la necesidad de 

replantear la iniciativa, y de trabajar en forma articulada para buscar una 
adecuada reforma a la ley ya vigente, que regula el tema de la interrelación 
familiar, con el único y principal objetivo de proteger el interés superior de las 
personas menores de edad, como fin primordial en cualquier reforma y 
creación de normativa en materia de Familia. 

 
7. RECOMENDACIONES:  

 

Posteriormente, en sesión ordinaria número 11 del 24 de setiembre del 2019, se 
conoció el informe de subcomisión el cual recomendaba el archivo del expediente, 
se sometió a votación por el fondo el texto de la iniciativa de ley, el cual fue 
rechazado con una votación de cinco votos a favor y dos en contra. 

 
Por lo anteriormente expuesto, rendimos DICTAMEN NEGATIVO DE MAYORÍA 

sobre esta iniciativa.  
 
 
 
 
 



 
DADO EN LA SALA DE SESIONES DE LA COMISIÓN LEGISLATIVA IV, San 
José, a los veinticuatro días del mes de setiembre de dos mil diecinueve.  
 
 
 
 
 
Enrique Sánchez Carballo                                      Jorge Luis Fonseca Fonseca 
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Ivonne Acuña Cabrera                                           Dragos Dolanescu Valenciano 
 
 
 
 
María Vita Monge Granados                                   Paola Valladares Rosado 
 
 
 
 
 

Sylvia Patricia Villegas Álvarez 
DIPUTADOS (AS)  

 
 


